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Sergio J. Aguilar Romero

Introducción

En Tópicos del trabajo social y las políticas públicas, se condensan diversos ensayos de actualidad académica y profesional en el campo de estudio del trabajo social.

Se trata de un esfuerzo de actualidad innegable en cuanto a lo que se refiere al estudio de elementos metodológicos relativos a las problemáticas y políticas públicas que permiten al trabajador social incidir en la hechura, instrumentación y evaluación de las políticas sociales, el problema de la pobreza y la asistencia social.

“Política social y pobreza en México: consideraciones básicas”, destaca la preocupación de Arteaga por la crisis del Estado benefactor en términos de un Estado que ha dejado de proveer de servicios y programas, y fundamentalmente, ha dejado de tener genuina presencia social. El autor enfatiza cómo los programas de compensación diseñados como un esfuerzo del Estado por reducir el impacto de la crisis y el costo social del proceso de ajuste (destinado a darle viabilidad), han fracasado. Estos programas de compensación social, de un carácter emergente de rápida maduración, pretenden que la población más vulnerable y empobrecida tenga acceso a los satisfactores básicos afectados por el proceso de ajuste; dando lugar a un nuevo tipo de gestión social y de autoridad, pues son programas que procuran, supuestamente, una adecuación entre las necesidades reales de la población beneficiaría, el diseño del programa y la capacidad de ejecución.

En su análisis “El contexto de las necesidades sociales”, Carlos Arteaga subraya la transformación paradigmática que toma distancia de los conceptos dominantes en los países de América Latina para disminuir el problema de la desigualdad social. El autor muestra cómo desde la década de los noventa se abre paso una nueva concepción de desarrollo social, el desarrollo humano, enfoque promovido por la Organización de las Naciones Unidas, que durante las últimas dos décadas en materia de progreso social (conocidas como etapas de transición), centra las bases sobre las cuales se construye el concepto. Necesidad social y desarrollo humano se convierten en dos paradigmas que siempre van unidos en pro del mismo objetivo. Arteaga aborda una perspectiva internacional de los procesos, las alternativas y los paradigmas que dan cuenta de cómo se modifica sustancialmente la visión tradicional de las necesidades sociales desde la óptica del trabajo social.

En el estudio “Exclusión social, vulnerabilidad y la política de asistencia social”, Carlos Arteaga Basurto esgrime la necesidad de resignificar la dimensión de la asistencia social, transformándola políticamente y consolidándola jurídicamente como un derecho social, aun cuando la tendencia general es que la responsabilidad solamente quede en manos de los propios sectores involucrados en las políticas sociales sea cada vez más orientada hacia el campo de lo privado o en todo caso de la sociedad civil. Somos testigos de una política social compensatoria y focalizada, en otras formas organizadas de la sociedad civil, lo cual nos está llevando de retorno al predominio de la caridad, la beneficencia y el altruismo. Es básico ponderar la necesidad de garantizar, con la participación estatal, social y comunitaria, la cobertura adecuada y oportuna de los derechos sociales, lo que si bien no implica automáticamente la desaparición de la desigualdad social, sí permite una decisión de combatirla, con plena responsabilidad pública y un total reconocimiento del derecho de toda la población en vías de alcanzar una verdadera justicia social.

Para Arteaga, un concepto de asistencia social resignificado, parte de reconocer los derechos sociales y la plena cobertura de las necesidades sociales, de superar la concepción del asistencialismo, donde no hay un reconocimiento de los derechos y sí un otorgamiento precario de satisfactores, en muchos de los casos con un trasfondo político clientelar para controlar la conflictividad social producto de la pobreza. Uno de los componentes básicos de una asistencia social resignificada debe ser la participación organizada de aquellos sectores a los que está destinada para que a partir de sus propios intereses se definan y establezcan las líneas programáticas conducentes, sin que ello implique el abandono de la responsabilidad estatal.

“La incidencia del trabajo social en la política social” constituye un ensayo que condensa una preocupación central: encontrar caminos en un contexto de complejidad y totalidad del tejido social que permitan diseñar respuestas articuladas en paradigmas alternativos, inmersos en un concepto de desarrollo social y de políticas públicas, con procesos de carácter incluyente y participación colectiva, es la gran tarea y principal compromiso del trabajo social al inicio de este milenio. El autor formula una crítica frontal al proyecto neoliberal que da cuenta de las políticas económicas contemporáneas: el proyecto neoliberal aplicado en lo económico y lo social, no ha podido ni podrá resolver los grandes problemas de las mayorías; además el impacto negativo del ajuste, con más mercado y menos Estado, ha sido de tal magnitud que la pobreza se ha incrementado sustancialmente. La política social se maneja como un canal de subordinación política para despolitizar las expectativas y demandas populares; así la participación social se orienta como una forma de integración social y legitimación mediante la solución precaria de los problemas del bienestar.

Por su parte, en “La participación ciudadana: un breve acercamiento”, Carlos Arteaga esboza la necesidad de interpretar la demanda social en términos de una ciudadanía democrática participativa, equipada con principios y saberes, para hacerse corresponsable del Estado de derecho, y de esta forma no reducir la participación únicamente a la elección de representantes para las diferentes instancias de gobierno, sino también en función de la búsqueda de formas de organización social y de control ciudadano de las decisiones públicas, que permitan poner en vigencia los principios del orden democrático. En este sentido, Arteaga enfatiza que la formación de una ciudadanía democrática participativa es también la formación de un sujeto social pluralista, capaz de respetar las diferencias, de dirimir los conflictos en el marco de la ley y de la justicia, de dialogar con razones buscando consensos y respetando los disensos fundados, construyendo por encima de las divergencias. El pluralismo no es “mera tolerancia”, es posibilidad de compartir proyectos comunes con quienes piensan diferente.

En “Política social y necesidades sociales en México”, Silvia Solís San Vicente y Carlos Arteaga Basurto, formulan un análisis riguroso de las políticas sociales en América Latina en lo general, y una reflexión puntual sobre los modelos de política social que dan cuenta de la atención de las necesidades ciudadanas, las redes de protección social y los regímenes de bienestar social que se han desplegado en las últimas décadas. Los autores establecen las dimensiones analíticas de la desigualdad social y las diversas aristas que permitirían avanzar o no, vía los programas contra la pobreza, en materia de desarrollo económico y social en México.

Nelia E. Tello Peón y Carlos Arteaga Basurto en “Historia del trabajo social en México. Notas para una discusión”, abordan un acercamiento a la génesis de esta disciplina en el contexto de la expansión del capitalismo: al generar desigualdades sociales y por tanto la aparición de una problemática social particular, reclama del Estado la necesidad de crear instituciones abocadas específicamente al tratamiento de lo social, traducido en el desarrollo de programas y servicios sociales, los cuales a su vez, requirieron para su operación de técnicos, en un primer momento, y más tarde de profesionales, formados específicamente para tal efecto. Con ello se explica la aparición del trabajo social en los inicios del modelo de desarrollo urbano industrial, el cual se da en los países del Primer Mundo en la década de los años veinte, y más tarde en Latinoamérica.

Tello y Arteaga plantean que durante la segunda mitad del siglo XIX y las primeras décadas del siglo XX, se generó una preocupación por los problemas sociales emergentes del avance progresivo de la sociedad capitalista industrial y urbana, donde el desarrollo de las fuerzas productivas y la aparición de complejos modelos de división del trabajo se manifestaron en el paso de la economía de subsistencia a una economía monetaria de mercado; transformación contemporánea al propio desarrollo de los estados nacionales en sustitución de las viejas ciudades-Estado.

Los autores enfatizan que el trabajo social tiene que ver directamente con los planteamientos reformistas del Estado social de derecho y las aspiraciones de la sociedad sobre la igualdad y la justicia social. El trabajo social surge en México, definitivamente, con la institucionalización del Estado social; que desde la promulgación de la Constitución de 1917, plantea como sus tareas básicas la promoción de la justicia y el bienestar, argumentando que la justicia social es elemento central para la construcción de una vida más igualitaria y libre. Para Tello y Arteaga trabajo social es la única profesión que desde sus orígenes tiene como su objeto de trabajo las necesidades y problemas sociales, y que está orientada a intervenir en ellos integrando, en los modelos de intervención, los saberes propios, los saberes de otras disciplinas y los de las sociedades concretas. Su especificidad está dada en la intervención en las necesidades y problemas sociales; es importante que la sociedad conozca sus potencialidades y se las apropie. Los autores problematizan el hecho de fortalecer y consolidar a la profesión con base en el hecho de que el trabajo social actualmente se encuentra en una encrucijada definida por dos variables: la centralidad de lo social y el ser la única profesión, la única práctica, que hace de las necesidades y de la problemática social su objeto de trabajo.

Carlos Arteaga Basurto en “La educación superior desde la perspectiva de la ética”, reflexiona sobre la necesidad de tomar en cuenta una dimensión ética del actuar de la educación superior, para reconocer su actividad. Los procesos económicos, sociales, políticos y, evidentemente, educativos, entre otros, se incluyen en lo que se ha dado en denominar globalización, y cuyo eje articulador, se puede decir, es una ética informática y económica, que se ofrece con una especie de trampa puesto que se presenta como única y perdurable al fin de los tiempos (un universal). Para Arteaga Basurto, desde la ética, por tanto, se visualiza la educación superior como una especie cautiva de agencias ajenas, nacionales e internacionales. El autor enfatiza que de las comunidades educativas (alumnos, profesores, funcionarios, trabajadores) depende en gran medida la elección de su presente y su destino, lo que no representa la búsqueda del enfrentamiento o la resistencia (violenta o pacífica) de los individuos, los grupos o gremios, sino, como corresponde a una institución educativa, el imperio de la comunicación, el debate, la discrepancia y la búsqueda de acuerdos que trasciendan la racionalidad instrumental de unas éticas dictadas en contextos ajenos a la educación superior. Así, Arteaga postulará una idea de ética cuya teleología no es teológica ni pretende universales etéreos, sino una ética que promueve la acción de los individuos para trascender, mediante la subjetividad, las determinantes que atan su conciencia y su práctica.

En otro capítulo de investigación, “Diagnóstico” Carlos Arteaga Basurto y Monserrat V. González Montaño, condensan las diversas escuelas de pensamiento metodológico que han desplegado los elementos centrales del diagnóstico social, instrumental analítico privilegiado en el campo de estudio del trabajo social. Arteaga y González establecen aportaciones interesantes en referencia al carácter cualitativo de este método para construir un acercamiento riguroso al proceso de investigación e intervención. Los autores encuentran que el diagnóstico es un proceso que nos permite, a partir del análisis de la información y datos sobre la situación-problema de una determinada realidad, establecer la naturaleza y relaciones causales de los fenómenos sociales que en ella se dan, para asi estar en posibilidad de identificar y correlacionar las principales necesidades y problemas, jerarquizándolas de acuerdo con ciertos criterios y determinando a su vez los recursos existentes y disponibles; todo ello, con la finalidad de establecer un pronóstico que fundamente y diseñe las alternativas y estrategias que estructuren un determinado plan de acción; es decir, el diagnóstico es el eje en la secuencia investigación-programación, en el que a partir de la descripción y explicación de una determinada situación, se den los elementos suficientes y necesarios que ponderen y proyecten una determinada acción; así entonces el diagnóstico implica el conocer para actuar. El propósito fundamental del diagnóstico es entonces la posibilidad de obtener conocimiento de lo actual para lograr acciones que conduzcan al cambio en función de sus necesidades e intereses de los actores sociales.

Los autores resuelven preguntas fundamentales para el análisis de políticas públicas, toma de decisiones, identificación y selección de estrategias eficaces de intervención para la solución de problemas sociales: ¿Cómo seleccionar en cada caso, lo que es relevante para entender la naturaleza de los fenómenos sociales?, ¿cómo identificar los condicionantes que explican tales fenómenos?, ¿cómo vincular los aspectos del contexto global con lo específico del problema que se esté estudiando?

En “El contexto de la globalización y la política social”, Carlos Arteaga Basurto parte de considerar que las diferentes etapas por las cuales han transitado las ciencias sociales –en su mayoría– en América Latina, están caracterizadas por su vinculación inmediata a las condiciones históricas de la existencia humana. El autor asume que el grave deterioro de las condiciones de vida de las mayorías latinoamericanas ha implicado el surgimiento de nuevos estilos y modalidades en la formulación e implementación de las políticas públicas, modificando asimismo pautas tradicionales del quehacer público, privado y social. Para Arteaga, hoy presenciamos un nuevo estatuto de lo social, caracterizado por la complejidad, con un profundo grado de incertidumbre al tener que hacer frente a los problemas actuales. Se percibe, ante la vorágine de los cambios, una desorientación teórica, una sensación de desasosiego y de desconcierto, indicadores de los cambios que han cuestionado las certezas simples. Las convulsiones sociales, económicas, culturales y políticas han afectado radicalmente a las condiciones mismas de la acción social y de la intervención profesional, lo que ha obligado a recrear la gestión de las necesidades sociales.

Para el autor, los cambios operados en todos los ámbitos del escenario mundial, con sus consecuentes reacomodos geográficos, económicos, sociales y políticos, y particularmente su impacto en la vida cotidiana, obligan a buscar alternativas para comprender su naturaleza, retos y desafíos, dado que la globalización, por lo que respecta a los países latinoamericanos, no ha cumplido con los prometidos beneficios económicos y sociales.

Como puede apreciarse, el universo de capítulos de investigación que comprende este libro, ofrecen prospectivas interesantes para el análisis de enfoques, paradigmas y problemáticas inscritas en la perspectiva disciplinaria y profesional del trabajo social.


Carlos Arteaga Basurto

Política social y pobreza en México: consideraciones básicas

De manera general, se puede definir la política social como un instrumento público por el cual –mediante planes, programas y el uso de servicios y mecanismos diversos– el Estado busca cristalizar los objetivos constitucionales de justicia social; es decir, se trata de un conjunto instrumental que tiene el propósito de lograr que los frutos del desarrollo se redistribuyan entre las mayorías nacionales.

En esta perspectiva, la política social incluye aspectos como: atención a la alimentación y nutrición, salud, vivienda y seguridad social, educación y cultura, recreación y uso del tiempo libre. Con excepción del rubro educativo, el acceso a los satisfactores de las necesidades sociales se debe garantizar fundamentalmente a través del empleo y, en menor proporción, mediante el esfuerzo asistencial de Estado.

De lo anterior se desprende la manera en que la estructura económica puede, finalmente, brindar la oportunidad de acceder a un empleo y de obtener los ingresos necesarios, de forma tal que la población tenga posibilidades reales de satisfacer sus necesidades básicas y de disfrutar de una vida digna.

Sin embargo, los procesos económicos actuales no están otorgando esta posibilidad a la población; pues el Estado sólo proporciona ciertos servicios sociales para satisfacer parcialmente algunas de esas necesidades, bajo el supuesto de que éstas deben ser resueltas, en primera instancia, por el propio sujeto, la familia y la sociedad civil organizada, deponiendo la gestión del Estado y, en última instancia, con acciones focalizadas hacia los grupos con mayor rezago o en situación de pobreza extrema.

Desde otra perspectiva, el concepto de política social puede referirse al diseño y a la aplicación de acciones y normas relativas al bienestar de los grupos e individuos, tendientes a mejorar sus niveles de vida. Estas acciones, además, incluyen los esfuerzos de diversos sectores para lograr reformas en la estructura social que realmente logren concretizarse en los programas institucionales. Bajo esta tónica, el aparato político concibe la política social como un ejercicio destinado a conciliar las demandas específicas de diversos grupos sociales en función del interés general.

En un diferente matiz, la política social puede considerarse como un medio adyacente a la coerción, la dependencia económica, la legitimación de los valores dominantes y el crecimiento de la abundancia de recursos, apuntando así hacia un cambio contenido o diluido. Su carácter expansivo o restrictivo depende de los problemas de regulación que el gobierno deba enfrentar respecto de la sociedad global; así, las políticas sociales expansivas están orientadas a atenuar los conflictos civiles, mientras que las políticas restrictivas apuntan al refuerzo de normas y disciplinas del trabajo.

Por lo tanto, el estudio de las políticas sociales no puede aislarse de la comprensión y la explicación de lo económico, dado que, en última instancia, éstas aparecen como medidas y decisiones del Estado destinados básicamente a atenuar los efectos negativos de proclames sociales generados por las desigualdades económicas propias del modelo de expansión capitalista.

En una mirada retrospectiva, entre 1945 y 1980, los países capitalistas avanzados consolidaron la expansión del Estado de bienestar gracias a la aplicación de políticas económicas cuya intervención estatal (vía acciones redistributivas) compensaba los desequilibrios sociales originados por la modernización capitalista, centralizando para ello la política social como una expresión materializada, destinada a garantizar los derechos sociales. Así, la política social se convirtió en un instrumento de reforma social en el contexto de un capitalismo de crecimiento regulado.

Sin embargo, fenómenos tales como la consolidación de procesos corporativos y financieros, el freno del crecimiento económico y los conflictos al interior de las estructuras sociales, dieron lugar a la llamada “crisis del Estado de bienestar” y a la búsqueda de medidas para reestructurar las agotadas economías capitalistas, lo cual expresó de manera tangible los límites del reformismo, para afrontar la defensa y extensión de los derechos sociales en beneficio de los sectores poblacionales empobrecidos y excluidos por los procesos de modernización capitalista.

De esta manera, en las décadas de 1980 y 1990, se consolidaron las concepciones neoliberales encuadradas en políticas de estabilización (dirigidas a recuperar el equilibrio macroeconómico) y en políticas de ajuste (formuladas para adecuarse a las nuevas condiciones internacionales de modernidad y globalización), replanteando así el papel del Estado, con criterios de adelgazamiento, eficiencia, racionalización y privatización, y resquebrajando los supuestos sobre los cuales operaba la política social clásica.

Entonces, aquella política social tradicional en la que todas las funciones se unificaban en un solo sujeto (el Estado) agotó su modelo de concentración de responsabilidades, dando paso a un paradigma en el cual el Estado es sólo parcialmente responsable del financiamiento de algunos programas y servicios sociales, ejerciendo actividades de promoción y ejecución. De esta manera, las funciones de la política social son separadas y realizadas por diversos subsectores de la sociedad civil y del sector privado, entre los que la Iglesia cobra nuevamente un papel preponderante.

¿Cómo asegurar entonces la transición de los objetivos de justicia social, base de legitimidad del sistema, en un entorno global y local de repliegue del Estado y de replanteamiento de su papel? Es decir, ¿cómo pasar de un Estado benefactor, interventor y propietario a otro que se convierte sólo en coordinador y promotor de las iniciativas sociales, con un énfasis en expresiones particulares e individuales sobre lo colectivo?

Las transformaciones mundiales llevaron a los países ricos y, sobre todo, a los pobres, a redefinir sus políticas sociales a fin de inhibir la pobreza social extrema y de evitar la generalización de conflictos sociales específicos, ya sean urbanos, étnicos o sectoriales. Como mencioné con antelación, diversos países enfrentaron el desafió reduciendo los programas y servicios sociales, además de privatizar otros, como la salud y la seguridad social, considerados como los “más costosos”. Algunos de los mejores ejemplos los encontramos en América del Sur, donde instituciones privadas y públicas administran los recursos provenientes de contribuciones obligatorias de los asalariados y, en caso necesario, prestan al trabajador servicios de salud en la institución que elija. De igual forma, en estas regiones opera un sistema regulatorio público que establece el ahorro obligatorio, permitiendo que empresas privadas manejen los fondos de pensiones.

En México se presentó un caso similar con el “Sistema de Ahorro para el Retiro” (SAR), regulado por una comisión nacional que determinó ceder (principalmente a instituciones bancarias) la “Administración de los Fondos para el Retiro” (Afores). Así, cada una de estas instituciones privadas se encarga de administrar las cuentas individuales de los trabajadores, bajo el supuesto de que –por haber ingresado sus ahorros en una “Sociedad de Inversión Especializada en Fondos para el Retiro” (Siefore), la cual deberá pagar rendimientos atractivos, éstos podrán disfrutar, al momento de retirarse, de una mejor pensión. La Cuenta de Ahorro para el Retiro se constituye con las aportaciones de: 2 por ciento de retiro, 4.5 por ciento de cesantía y vejez, 5 por ciento de vivienda, 5.5 por ciento de un salario mínimo vigente (que proporcionará el gobierno como cuota social), aportaciones voluntarias del trabajador y los rendimientos diarios que genere su cuenta, sumando todo ello a su ahorro acumulado en el SAR (hasta junio de 1997),

Supuestamente, la Afore brindará las facilidades necesarias para que a los 65 años, por vejez, o a los 60, por cesantía en edad avanzada, el trabajador pueda gozar de su ahorro para el retiro, ya sea a través de retiros programados en la propia Afore, por medio de una renta vitalicia con una compañía de seguros, o bien (con los institutos oficiales de Seguridad Social) con una pensión mínima garantizada. Lo que no se dice es cómo cada Afore determinará el cobro de comisión, ya sea sobre el saldo, los rendimientos, el saldo acumulado en el SAR, las aportaciones voluntarias o, en el mejor de los casos, sobre el salario base de cálculo autorizado por la Comisión Nacional. En este caso, se argumenta que no se trata de un proceso de privatización de la seguridad social, puesto que los privados “sólo” administrarán los fondos de capitalización individual, en un marco legal donde los organismos públicos reguladores deberán tener una función central.

Otro aspecto importante de la política neoliberal es el relativo al cofinanciamiento. Se argumenta que los propios beneficiarios deben contribuir para obtener un servicio, lo cual no sólo aporta recursos suplementarios, sino además genera el compromiso de la comunidad con los programas y servicios sociales, bajo el criterio absurdo de que lo que no cuesta no es valorado por quien lo recibe. La situación es grave en México, donde el proceso fiscal tributario cotidianamente está ahogando a los contribuyentes vía impuestos, no sólo al producto del trabajo, sino también al valor agregado (IVA) del 15 por ciento sobre diferentes bienes y servicios, como la luz, el teléfono, el predial, el agua, los derechos vehiculares, etcétera e impuestos especiales en el consumo de gas y gasolina, entre otros. Cabe señalar que hasta hoy están exentos del pago del IVA los medicamentos y productos de la canasta básica alimentaria, aun cuando no hay un control real de precios.

Estas medidas reflejan la necesidad del Estado de contar con mayores recursos económicos, pues el capital internacional le impone condiciones para renegociar la deuda, sosteniendo la tasa de ganancia; lo cual implica disminuir el valor real de los salarios y concentrar el ingreso sobre los rubros más productivos y/o necesarios al capital, reduciendo el gasto fiscal “no productivo” o gasto social. Ello, sumado a la necesidad de nuevos créditos para garantizar el funcionamiento de la economía, coloca al capital financiero –personificado en los bancos internacionales– como eje de una nueva relación de dependencia, donde el pago de la deuda entra en abierta contradicción con la posibilidad de desarrollo. Los resultados son devastadores: los índices de desempleo abierto y de subempleo crecieron de manera impresionante, los salarios reales tuvieron una caída sin precedente y la emergencia y proliferación de conductas anómicas y delincuenciales son expresión clara de la desesperanza y el deterioro en todos los ámbitos de la vida cotidiana.

Esta situación hace posible la existencia de prácticas sociales y políticas de la población como respuesta directa a las contradicciones generadas por el modelo de desarrollo adoptado. Así, resultan evidentes tanto la defensa para intentar frenar al deterioro de sus condiciones de vida como la búsqueda de formas y canales posibilitadores de un ejercicio real de la democracia. En este sentido, la democracia se traduce aquí en un aumento de la decisión, la administración y la evaluación de las organizaciones de base sobre las políticas públicas, en un camino de construcción económica y social que ponga en primer plano los intereses de las mayorías, ya que no es posible armonizar el modelo imperante con la necesaria redistribución del ingreso, lo cual conlleva un proyecto democrático. Es decir, no puede haber democracia sin justicia social.

Asimismo, sin participación no habrá cambios de fondo. El ejercicio pleno de los derechos sociales y humanos sólo es posible con hombres libres y capaces de expresar su potencialidad transformadora, con conciencia abierta y franca, y fuerza para resolver la crisis. Hoy en día observamos en México una desigualdad social con una concentración del ingreso que actúa como una gigantesca expropiación de lo producido socialmente, con una presión social por la construcción de una sociedad moderna que responde política y socialmente a tres aspectos: la soberanía, la democracia y la liquidación de la desigualdad, en términos de desarrollo racional.

En México prevalece una grave disminución general de los niveles de vida de los sectores mayoritarios, lo cual expresa los efectos de más de 15 años de una política neoliberal, en la cual la disminución real del gasto público, la contratación de la actividad económica, la contención salarial y la concentración desigual de la riqueza han tenido un impacto negativo en las aspiraciones de la población por mejorar sus condiciones de vida. De hecho esta concentración del grueso del gasto social en los sectores de pobreza extrema ha llevado a la pérdida de hecho de la universalidad de la política social.

Pero lo cierto es que, aun cuando se ha focalizado la acción del gobierno hacia los grupos más vulnerables o con menos oportunidades, no se ha logrado avanzar significativamente en la disminución de los niveles de pobreza: “se festejan los millones que se destinan a los programas de combate a la pobreza, aun cuando esos millones sólo equivalen al uno por ciento del producto interno bruto del país; una cifra más bien pequeña si se considera que el 21.5 por ciento de los hogares mexicanos se encuentran en condiciones de pobreza extrema”.1

Los programas de compensación diseñados como un esfuerzo del Estado por reducir el impacto de la crisis y el costo social del proceso de ajuste (destinado a darle viabilidad), han fracasado. Estos programas de compensación social, de un carácter emergente de rápida maduración, pretenden que la población más vulnerable y empobrecida tenga acceso a los satisfactores básicos afectados por el proceso de ajuste; dando lugar a un nuevo tipo de gestión social y de autoridad, pues son programas que procuran, supuestamente, una adecuación entre las necesidades reales de la población beneficiarla, el diseño del programa y la capacidad de ejecución. Los resultados son desalentadores:


los daños que han causado la crisis y la política neoliberal seguramente van más allá de la medición de la pérdida del poder adquisitivo de las mayorías y se han traducido en desnutrición, mayor morbi-mortalidad, pérdida de la capacidad de desarrollo personal; además de un deterioro de las instituciones de salud y seguridad social, de las de protección laboral, así como un aumento de la ingobernabilidad y la violencia.2



Hoy se expresa con claridad la propuesta neoliberal de política económica y social: “tenemos privatización donde antes hubo intervención y regulación estatal; focalización en lugar de universalidad; compensación en vez de promoción; combate a la pobreza extrema en vez de desarrollo social”.3 Asimismo, en esta propuesta neoliberal la participación de los beneficiarios resulta fundamental como elemento básico para la desconcentración y la descentralización, no tanto con una idea democratizadora, sino como una forma de control social y de reducción de costos, al garantizar mano de obra amplia y gratuita, aun con los riesgos que implica el posible surgimiento de organizaciones sociales no cooptadas por el Estado.

Así, somos testigos de una política social compensatoria y focalizada que ha venido dejando la responsabilidad en manos de los propios sectores involucrados o en otras formas organizadas de la sociedad civil, con el riesgo de retornar al predominio de la caridad, la beneficencia y el altruismo. Paralelamente, el fenómeno de la exclusión social ha dejado de ser un lugar destinado para ciertos grupos, convirtiéndose en un proceso en el que pareciera ser inevitable el arribo de sectores de la población cada vez más numerosos.

Los excluidos sociales están amenazados permanentemente por la insuficiencia de recursos y por la vulnerabilidad de sus tejidos relaciónales, lo cual lleva a la persistencia de la desigualdad social con predominio del desempleo de larga duración o la aparición del fenómeno social del “paro”, entendido como expresión de la imposibilidad de amplios sectores de la población para emplearse por primera vez, como resultado también de que hemos pasado de una sociedad industrial a otra básicamente de servicios, donde el empleo ya no parece ser un factor principal de cohesión social ni fuente fundamental para el bienestar de las personas.

Ante esta situación, se debe considerar la necesidad de una política de empleo que no tenga una función simplemente compensatoria, sino que comprenda elementos macroeconómicos en la perspectiva del desarrollo social, conciliando acuerdos entre agentes económicos y actores sociales, a la par de considerar las particularidades de los espacios nacional, regional y municipal. Esto significa diseñar una política de empleo congruente con la realidad que dé paso a la posibilidad real de trabajos dignos, consolidando así un esquema de desarrollo social de carácter incluyente. Hablamos, entonces, de una política de empleo acompañada del mejoramiento de los ingresos, de manera tal que permita a los trabajadores resarcir su salario real y mejorar sus condiciones cotidianas de vida.

Pero la pobreza no es sólo carencia de recursos económicos, sino también la ruptura de vínculos sociales y de la precariedad de significados y valores, donde el centro de la vida social es constituido por lo individual y no por lo colectivo, dejando a un lado la existencia de vínculos solidarios y de espacios compartidos. De esta manera, las mayorías avizoran el mañana como incertidumbre, desorden, angustia y desesperación. Por ello, es ineludible la responsabilidad de construir nuevas alternativas de participación social y comunitaria, con un orden y una integración de voluntades y esfuerzos, cuyos enlaces tengan como fundamento al hombre socialmente logrado y al Estado socialmente integrado en la construcción de un nuevo proyecto histórico.

El impulso de una política social alternativa que privilegie el respeto a la dignidad humana y a los derechos humanos, sociales y ciudadanos debe darse al margen de complicidades y falta de compromiso social. Una concepción verdaderamente humana debe reconocer que no se puede limitar a buscar estrategias asistencialistas de supervivencia y de combate a la pobreza extrema, en condiciones sociales excluyentes para las mayorías, donde la justicia social se reduce a ser un instrumento discursivo del gobierno y de los partidos políticos, a la par que los derechos fundamentales siguen cumpliendo funciones clientelares y corporativistas:


la ideología asistencialista tendrá que ser sustituida por una visión alternativa que aliente a la participación ciudadana. La lucha contra la pobreza aún no se ha perdido; en la medida que el modelo económico ponga en el centro de atención a la dimensión humana, se estaría en condiciones de refrenar los aspectos perversos del creciente empobrecimiento; si el pragmatismo político que caracteriza el actuar de la totalidad de los partidos considerara la edificación de consensos para erradicar la miseria, se habría arribado a un punto de acuerdo que podría devenir la piedra angular de un nuevo México.4

(Agosto de 2001)
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